Legislación del Trabajo Versión Taquigráfica N* 2624 de 
S/C 2004 


FRIGORÍFICO COMARGEN S.A. 


Ex trabajadores 
ver exposición 


UNIÓN AUTÓNOMA DE OBREROS Y EMPLEADOS 
DE LA COMPAÑÍA DEL GAS 
ver exposición 


Versión taquigráfica de la reunión realizada 
el día 31 de agosto de 2004 


(Sin corregir) 


PRESIDE: — Señor Representante Lucio Cáceres. 
MIEMBROS: Señores Representantes Juan José Bentancor, Eduardo Bonomi y Daisy Tourné. 


INVITADOS: Por ex trabajadores del Frigorífico Comargen S.A., señores Víctor Moreno, Secretario; 
Walter Machado, Leonardo Pastor y Rodolfo Berges, Vocales. 


Por la Unión Autónoma de Obreros y Empleados de la Compañía del Gas, señores Miguel 
Vela, Wilson Sequeira y Washington Beltrán. 


SEÑOR PRESIDENTE (Cáceres).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


La Comisión tiene el agrado de recibir a la representación de ex funcionarios del Frigorífico COMARGEN 
S.A. integrada por los señores Víctor Moreno, Secretario; Walter Machado, Leonardo Pastor y Rodolfo 
Berges, Vocales, a quienes cedemos la palabra. 


SEÑOR MORENO.- Hemos traído una petición para los señores legisladores que dice así: "Señor 
Legislador.- Los abajo firmantes, en su condición común de ex trabajadores del Frigorífico 
COMARGEN S.A, venimos a manifestar lo siguiente.- 1.- Por Ley _N” 17.061 del 24/12/98 se declaró 
que los operarios, obreros y funcionarios del EFCSA (Establecimiento Frigorífico del Cerro S.A), 
cesados o despedidos durante el período de facto, están incluidos a todos sus efectos en las previsiones 
de la Ley_N” 15.783 del 28/12/65 (Art. 1lo.).- 2.- El art.2” de la referida norma legal declaró, en 
consecuencia, que los derechos laborales, previsionales, de seguridad social y restantes de dichos 
trabajadores, consagrados en la Ley_N” 15.783, así como el goce de los mismos están reconocidos y 
tienen vigencia a partir de la Ley N” 17.061.- 3.- Entendemos que en virtud del principio de igualdad 


consagrado por nuestra Constitución, corresponde extender los beneficios de la Ley _N” 17.061 a los 
operarios, obreros y funcionarios de COMARGEN S.A.- 4.- Privarnos de los beneficios referidos, 
implicaría un tratamiento discriminatorio en perjuicio de nuestros legítimos intereses.- 5.- Esperando 
que se haga justicia, confiamos en que Ud. y su bancada apoyarán nuestra reivindicación.- Saludamos 
a usted con nuestra mayor consideración", y sigue una lista de firmas que respaldan la petición. 


Como dice el petitorio, la Ley N* 17.061 consagró que los trabajadores del EFCSA despedidos durante el 
período de facto están incluidos dentro de las previsiones de la Ley N* 15.783. A su vez, es un extracto del 
Decreto N* 436/979 que incluía cuatro frigoríficos: EFCSA, COMARGEN S.A., Melilla y Fray Bentos, pero 
el único que está gozando de lo que establece ese Decreto es el Establecimiento Frigorífico del Cerro S.A. 


Por esa razón solicitamos que se atienda nuestro pedido. 


SEÑOR BENTANCOR.- Quisiera saber cuántos son los trabajadores que están involucrados en esta 
problemática, ya que las firmas pueden coincidir o no con la cantidad de personas en tal situación. A lo 
mejor ustedes representan a un grupo menor al que podría abarcar la petición. 


SEÑOR BERGES.- Nosotros tenemos las firmas de la mayoría de los compañeros; puede ser que 
alguno haya muerto por el tiempo que ha pasado y que otros se hayan ido. De todos modos, no tenemos 
inconveniente en hacerles llegar esa cifra. 


SEÑOR BENTANCOR.- Me alcanzaría con tener una idea general de cuántas personas consideran 
ustedes que estarían involucradas en esta situación. No podemos dar el dato exacto, pero se lo podemos 
alcanzar a la brevedad. 


SEÑOR MORENO.- Tenemos entendido que si nuestro petitorio llega a tener andamiento, los 
involucrados se presentarían. En el momento en que cerró la planta, tenemos entendido que tenía mil 
trescientos o mil quinientos operarios. Suponiendo que algunos murieron y otros se fueron, quedarían 
alrededor de mil. 


SEÑOR BERGES.- Los operarios de EFCSA están cobrando desde 1998. Nosotros demoramos en 
comenzar el reclamo porque tuvimos que juntar firmas y procurarnos los textos de las leyes. Por 
ejemplo, el de la Ley N” 17.061 se puede bajar de Internet. 


SEÑOR BENTANCOR.- Suponemos que muchos de los trabajadores pueden estar jubilados, por lo 
que se trataría de una reforma de la cédula jubilatoria adecuada a los derechos que ustedes invocan. Al 
invocar la ley relativa a los perseguidos durante la dictadura, se supone que la mayoría de la gente de 
esa generación está jubilada, por lo cual no se trata de un beneficio nuevo sino -reitero- de corregir las 
cédulas jubilatorias. 


SEÑOR BERGES.- La mayoría de los compañeros se jubilaron con poco más de mil pesos porque su 
situación era la de desocupados. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Es una situación parecida a la de otra delegación que recibimos, la del 
Frigorífico Melilla. La Ley N” 17.061 es específicamente para los operarios de EFCSA. 


SEÑOR MORENO.- Sí, pero ellos están incluidos en el mismo decreto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Efectivamente; lo que sucede es que luego EFCSA consiguió que se aprobara 
una ley. 


SEÑOR MORENO.- Lo que ocurre es que ellos están más cerca. Nosotros estábamos afuera y se nos 
hacía más difícil. Además, durante ese período había pocas comunicaciones y no recibimos el decreto 
cuando salió. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El problema es que la oportunidad no es la más adecuada porque el 
artículo 229 de la Constitución establece: "El Poder Legislativo, las Juntas Departamentales, los Entes 
Autónomos y Servicios Descentralizados no podrán aprobar presupuestos, crear cargos, determinar 
aumentos de sueldos y pasividades, ni aprobar aumentos en las partidas de Jornales y Contrataciones, 
en los doce meses anteriores a la fecha de las elecciones ordinarias, con excepción de las asignaciones a 
las que se refieren los artículos 117, 154 y 295". 


Para que este tema tuviera una viabilidad jurídica habría debido ser presentado antes de octubre de 2003. 
Aunque hubiera voluntad política, existe esta inhibición constitucional que complica la situación. De todas 
formas, tal como hemos dicho a la gente del Frigorífico Melilla, se puede avanzar en cuanto a la 
determinación de la cantidad de personas que se encuentran en esta situación, qué están planteando y quiénes 
se jubilaron. Los operarios del Frigorífico Melilla planteaban que ellos no querían reivindicar el derecho 
retroactivo y actualizado a lo largo de todos los años sino que habían llegado a una situación en la cual el 
planteamiento que hacían era menos oneroso para el Estado que lo que surgiría de la aplicación de la propia 
ley, si se hiciera extensiva. Sería bueno disponer de algunos elementos: la cantidad de personas, cuántas se 
han reinsertado, cuántas se jubilaron, etcétera, para poder determinar el costo de una medida de este tipo, 
porque una vez reconocido el derecho, hay que pagar. 


En el caso del Frigorífico Melilla eran solamente 85 personas, y acá estamos hablando de unas mil. Yo creo 
que el número es sustancialmente menor, ya que han pasado 28 años. 


SEÑOR MORENO.- Nosotros tuvimos la mala fortuna de que, luego del remate, el Banco de la 
República se quedara con el dinero. Nuestro caso es distinto que el del Frigorífico Melilla, porque ellos 
piden una indemnización, mientras que lo único que pedimos nosotros es que nos equiparen con el 
EFCSA. 


SEÑOR BERGES.- Lo que pretendemos es mejorar las jubilaciones; quedó mucha gente sin trabajo, y 
aunque están prontos para jubilarse, recibirán un poco más de $ 1.000. A nosotros las autoridades que 
dejaron la Caja de Compensaciones no nos comunicaron que cesaban. Después, a pulmón, levantamos 
las firmas. 


SEÑOR BENTANCOR.- Para ser absolutamente franco con ustedes, independientemente de la 
referencia a la Constitución que hacía el señor Presidente, hay que tener en cuenta que existen los 
tiempos parlamentarios. Como ustedes saben, estamos terminando esta Legislatura y posiblemente 
tengamos cuatro o cinco sesiones más, lo que hace difícil emprender un trámite que por su naturaleza 
es un poco complejo. 


Por lo tanto, parecería razonable -no sé si está al alcance de ustedes- conseguir una ficha individual ordenada 
que lleva el Banco de Previsión Social. 


SEÑOR MORENO.- Comenzamos ese trámite y se nos dijo que esa lista debería ser solicitada por un 
parlamentario. 


SEÑOR BENTANCOR.- Entonces, la Comisión podría hacerse cargo de pedir esa nómina, con el fin 
de avanzar en la dirección que manifestó el señor Presidente. Ustedes reclaman la mejora de un salario 
y eso es entendible desde el punto de vista humano. En ese sentido, pensamos que podrían 
incrementarse de acuerdo con los números que den esas ecuaciones. Por lo tanto, es un gasto. Dado que 
el Poder Ejecutivo es el que tiene la iniciativa sobre esas situaciones, si no logramos darle la cifra de a 
cuántos ampara esta situación, difícilmente a ciegas va a determinar el amparo y después verá cuánto 
sale. El proceso es a la inversa y todos compartimos que lo que la Comisión puede hacer es solicitar al 
Banco de Previsión Social una nómina de aquellos ex funcionarios de COMARGEN S.A. que estarían 
amparados y un análisis de los costos que ello supondría. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En el caso del Frigorífico Melilla, este tenía las planillas de trabajo del BPS. 
Solicitamos que nos proporcionaran los datos de aquellos que eran jubilados, fallecidos y reinsertados 


laboralmente en otros puestos de trabajo, depurando así el padrón. Ustedes están en una etapa previa, 
dado que no tienen esa planilla. Desde esta Comisión se puede gestionar la obtención de esa planilla. 


SEÑOR BERGES.- Estuvimos buscando las planillas y nos dijeron que con un profesional la podíamos 
conseguir. Concurrimos al Ministerio de Trabajo y Seguridad Social y nos dijeron que era necesario 
que interviniera un parlamentario. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Nos comprometemos a enviarles la información que ustedes piden. A partir 
del momento que la tengamos sería bueno que ustedes tengan una copia a fin de que les sirva como 
elemento documental y no les pase lo mismo que ahora. 


Agradecemos vuestra presencia. 
(Se retira de Sala una delegación de ex funcionarios de COMARGEN 5.A.) 


(Ingresa a Sala una delegación de la Unión Autónoma de Obreros y Empleados de la Compañía del Gas) 


Damos la bienvenida a una delegación de la Unión Autónoma de Obreros y Empleados de la 
Compañía del Gas, integrada por los señores Miguel Vela, Wilson Sequeira y Washington Beltrán. 


SEÑOR BELTRÁN.- Soy el Presidente del Sindicato de Trabajadores del Gas. 


En primera instancia, queremos agradecer a la Comisión de Legislación del Trabajo por la forma en que han 
atendido nuestro pedido de entrevista, reuniéndonos de manera prácticamente inmediata. 


En segunda instancia, quiero aclarar que no venimos a esta Comisión, como a ninguna otra, en forma 
protocolar. Lo hacemos teniendo en cuenta el papel que cada una de las Comisiones cumple en nuestra 
legislación, reuniéndonos con las representaciones parlamentarias a fin de que sean atendidas nuestras 
denuncias y escuchados nuestros planteos. 


A lo largo de estos años y en la problemática que hemos enfrentado como trabajadores, sin duda que esta 
Comisión ha cumplido un papel preponderante. Hay legisladores que hace muchos años que integran esta 
Comisión; es el caso de la compañera Daisy Tourné que, como Presidenta, promovió soluciones en nuestros 
conflictos anteriores. 


Queremos hacer un planteo sobre una situación que nos preocupa, pero no desde el punto de vista 
corporativo. Como sindicato hemos intentado cumplir con algunos aspectos relacionados con el control de la 
concesión de la ex Compañía del Gas, que algunas instituciones tenían previsto realizar, pero no lo hicieron. 
Nosotros no vamos a decir que no lo hicieron por omisión; quizás no tuvieron las herramientas jurídicas o 
legales necesarias. Pero algunas condiciones contenidas en el contrato que une a Gaseba Uruguay -hoy 
Gaseba Natural- con el Estado uruguayo, no se cumplieron. 


Creemos -esto lo hemos dicho en forma permanente en las distintas Comisiones- que lo que se ha llevado 
adelante fueron intereses, en este caso corporativos, por parte de esta empresa, Gaz de France, una 
transnacional que tiene el 51% de las acciones de lo que hoy es Gaseba Natural. Sin embargo, ha tenido 
facilidades permanentes para desconocer lo que estaba previsto en el pliego y en el contrato que la unía con 
el Estado. 


Como trabajadores no hemos hecho más que cumplir con nuestras responsabilidades. En forma acertada o 
desacertada -según se lea esto a través de diferentes concepciones- cumplimos un rol de contralor de lo que 
estaba previsto. En la década del setenta, cuando se retiraron, ante el abandono de la ex empresa inglesa que 
tenía la administración de la ex Compañía del Gas, lo deteriorados que estaban los hornos de carbón y la 
producción de gas de ciudad a carbón de coque, advertíamos que era un servicio público que tenía 
expectativas para el conjunto de los uruguayos, y defendimos -en esto sí, no nos sacamos lo corporativo- los 
puestos de trabajo y nos hicimos cargo de la distribución del gas por cañería durante dos años. 


La Ley N* 14.142 -la última previo a la dictadura militar- preveía en su artículo 7” que la Compañía del Gas 
nunca más podía ser privatizada si no era concedida a una O a varias cooperativas formadas por los 


trabajadores que habíamos llevado adelante la autogestión. Durante toda la época de la dictadura -inclusive 
hasta el año 1995- esto nos posibilitó obtener un lugar en el Directorio de la Compañía del Gas. Había dos 
lugares que surgían de la designación directa del Poder Ejecutivo y uno de la votación secreta y directa de los 
trabajadores. Quien habla, en el período previo a la privatización, representó a los trabajadores durante tres 
años. Hace nueve años que fui despedido -con un conjunto de compañeros de la Dirección del sindicato- por 
haber llevado adelante una denuncia contra lo que, de alguna manera, iba cercenando la posibilidad de los 
trabajadores, de los usuarios y de los intereses del conjunto de los uruguayos. Sin considerarnos víctimas de 
esta situación, decimos que hay una serie de aspectos a tomar en cuenta para que se revierta este proceso de 
impunidad en el que Gaseba Uruguay, Gaz de France, se ha movido en el área metropolitana de Montevideo 
a través de una serie de concesiones que ha tenido en forma permanente, que no estaban previstas en el pliego 
ni en el contrato. Algunas jerarquías de la empresa, como el ingeniero Darío Pisano, Director de la planta de 
producción, hicieron un anuncio al conjunto de los trabajadores, en el sentido de que la planta de producción 
enclavada en la rambla sur de Montevideo y el gasómetro estarían desafectados como consecuencia de una 
reconversión que, dice la empresa, ya se ha cumplido. 


Queremos dar nuestra visión a la Comisión de Legislación del Trabajo. Para nosotros no se ha cumplido una 
reconversión; está muy lejos de cumplirse lo que estaba previsto en el contrato; se está muy lejos de haberse 
recambiado en forma total los kilómetros de cañería vetusta, según cateos que hizo la Intendencia Municipal 
de Montevideo. Lo que decimos es que si el Estado uruguayo, mediante sus empresas públicas UTE y 
ANCAP, permitió el ingreso de gas natural, no sabemos qué pasará -debido a la fluidez del gas natural- sin 
apoyo de una planta de gas manufacturado, de determinadas características. Esta fue la última gran inversión 
que se hizo previo a la privatización de la vieja Compañía del Gas intervenida por el Estado en más de 

US$ 1:000.000. Yo era Director de la Compañía del Gas cuando hicimos la reconversión, inclusive poniendo 
en práctica una alternativa GLP a través de un funcionamiento que nos permitiera cumplir con el servicio en 
las épocas pico, cuando está saturado. 


Nosotros decimos que es una irresponsabilidad el cierre de la planta de producción, porque el servicio 
público del gas por cañería en el área metropolitana de Montevideo se quedaría sin apoyo desde el punto de 
vista de la manufacturación; además, a esta empresa se le han hecho algunas concesiones. Decimos también 
que no ha habido una reconversión y una capacitación de los trabajadores que permita reinsertarlos en nuevos 
puestos de trabajo. Hoy, URSEA -seguramente los señores Diputados tienen informes parlamentarios acerca 
de esto- ha hecho un par de observaciones que nos dan la razón en cuanto a lo que hemos estado denunciando 
y trasmitiendo a las diferentes comisiones; en una de ellas dice que Gaseba natural le hace, de alguna manera, 
un cuento del tío a los usuarios. Les dice que la reconversión, el cambio de gasodomésticos, el cambio de las 
instalaciones de distribución interna de los medidores y del ingreso del gas natural va a traer aparejado un 
costo sensible en las tarifas del gas domiciliario. Sin embargo, ha sucedido todo lo contrario. El servicio que 
más ha subido -esto fue comprobado por el Instituto Nacional de Estadística- es el gas domiciliario; la 
distribución del gas por cañería ha sido el elemento energético que más ha subido. La URSEA se encarga, 
como consecuencia de una serie de denuncias recibidas por un grupo importante de usuarios residenciales, de 
que esto realmente sea así. 


Otro aspecto que queremos mencionar es que la semana pasada también salió publicada en la prensa 
capitalina una denuncia de que el odorizante, la detección por parte de los usuarios del olor de lo que son 
fugas de gas natural, habría disminuido como consecuencia del gas natural, pero también de que no se le está 
poniendo la cantidad necesaria para que se detecten las pérdidas mediante el olfato. 


Esto tiene un componente que conocemos bien como trabajadores y el Parlamento lo tiene que testificar: se 
ha perdido el 50% de los puestos de trabajo. Aquella gente capacitada se ha ido con los retiros incentivados, a 
través de los despidos directos y de la falta de reconversión y capacitación. Hoy, los servicios de emergencia 
y los servicios de reclamo prácticamente están trabajando al mínimo, no respetando lo que estaba previsto en 
el pliego ni en el contrato. Esto atenta -hay antecedentes claros en esta materia- contra los intereses de los 
uruguayos, y ha habido intoxicados graves, quemados, muertos, etcétera. 


No queremos provocar terror ni estamos haciendo nacionalismo a ultranza. Tenemos una realidad como 
consecuencia de la privatización o de la concesión por treinta años de una empresa que para los uruguayos es 
estratégica. En nuestra opinión, esta empresa tiene grandes posibilidades; consideramos que hay una zona 
hacia el oeste donde hay un parque importante de trabajo. Se trata de una zona que se está industrializando, y 
lo que era el viejo frigorífico Artigas hoy está funcionando con emprendimientos importantes. Hacia allí no 


se desarrollan las redes ni se hace una apuesta desde el punto de vista comercial en el área residencial. Se 
alargan las redes hacia zonas que para ellos son rentables, como Punta Gorda y Carrasco, y tal vez ni siquiera 
eso. La empresa no ha sido controlada por el organismo técnico de contralor que está previsto en el contrato y 
que funcionaba dentro del Ministerio de Industria, Energía y Minería ni por la actual URSEA, mientras que 
el LATU no ha hecho mediciones ni comprobaciones de campo; exclusivamente se ha basado en los informes 
escritos que traslada la empresa Gaseba Uruguay. En el 99% de los casos esos informes han sido aprobados 
en forma tajante, tal como vienen de la empresa. Este es un hecho de mucha gravedad, que ha atentado contra 
los intereses del conjunto de los uruguayos. Nosotros no levantamos la consigna de que se vayan ni de que 
las inversiones no son importantes en nuestro país. Serán importantes de acuerdo con nuestra concepción y 
en función de un documento que seguramente habremos de presentar antes de que concluya esta Legislatura, 
como gremios de la energía, tratando de presentar un proyecto alternativo para que la complementación que 
debe haber de los recursos energéticos regionales sirva para los intereses del conjunto de los uruguayos. Esto 
no ha funcionado bien, sino todo lo contrario. Y hoy nos invitan a que nuevamente nos arrodillemos o nos 
pleguemos a un estado de situación que nos generará muchos males futuros. 


Nuestra asamblea general ha resuelto llevar adelante las medidas necesarias para impedir la pérdida de un 
puesto más de trabajo, porque ya hemos perdido el 50% de las fuentes laborales; se ha precarizado nuestro 
trabajo y la represión sindical ha sido brutal. De alguna manera esto lo ha observado la OIT a partir de las 
denuncias que hemos hecho ante ese organismo. Prevemos un futuro importante para la consolidación del gas 
por cañería en nuestra capital y en nuestro país en su conjunto; de alguna forma lo están diciendo todas las 
fuerzas políticas aquí representadas, sobre todo hoy, en esta campaña electoral en la que las propuestas son 
muy fluidas. Ni uno solo de los actores políticos deja de tener en consideración el hecho de que la 
revitalización de los sectores productivos que puedan crear puestos de trabajo debe estar al servicio de una 
urgencia nacional. Aquí está sucediendo todo lo contrario, en lugar de apuntar al logro de esos objetivos. 


Por lo tanto, solicitamos los oficios de la Comisión de Legislación del Trabajo para que actúe con la misma 
responsabilidad con que lo ha hecho frente a episodios anteriores, de forma de revertir este proceso y para 
que podamos conseguir lo que estamos solicitando, es decir, una mesa de negociación amplia, que nos 
permita analizar lo que ha sucedido en este sector, sin digitar a nadie. Esta empresa no nos quiere reconocer - 
a mí, como Presidente del sindicato del gas ni al compañero Sequeira- porque dice que estamos desafectados 
de la plantilla de trabajadores, por lo cual no seríamos dignos representantes, más allá de que nos votó el 
conjunto del gremio. 


Queremos igualdad de condiciones, queremos una mesa amplia de negociación, que se reconozca al sindicato 
como tal y a sus autoridades y que en forma igualitaria podamos discutir estos temas. Sabemos que es 
cortísimo el período legislativo que queda por delante, pero de todos modos es importante agendar estos 
asuntos de modo de detener este proceso. Para nosotros es vital. Más allá de que se pueda coincidir o no con 
los lineamientos y las políticas que ha desarrollado nuestra organización, nos parece que hemos jugado un 
papel vital para los intereses del conjunto de los uruguayos. Pretendemos seguir haciéndolo. 


Esta Comisión puede dar una mano, no al sindicato del gas sino, insisto, a los intereses colectivos de los 
Uruguayos. 


SEÑOR VELA.- Nosotros habíamos estado aquí en diciembre y también en febrero. Ya habíamos 
adelantado, no el cierre de la planta, concretamente, sino las reestructuras que se suceden unas a otras 
en la empresa, sin consulta y sin diálogo. La empresa no reconoce la organización sindical y, en 
consecuencia, no tenemos posibilidad de entablar un diálogo civilizado. Quiere digitar nuestra 
delegación y nosotros no lo vamos a permitir. 


En febrero denunciamos la última reestructura realizada hasta entonces por la empresa, que afectaba a 
trabajadores y a usuarios. La Comisión había quedado en citar a la empresa para conversar sobre estos temas, 
de acuerdo con palabras del entonces Presidente, el señor Diputado Falero. Nosotros no sabemos si esa 
citación se concretó. 


Estamos en problemas con esta empresa desde 1995. Para los trabajadores esta es una cuestión sumamente 
grave. Se anuncia el cierre de la planta para febrero, como lo indica una nota del Ministerio de Industria, 
Energía y Minería. El 26 de agosto, la Dirección Nacional de Energía realiza una inspección e investiga el 
uso de un generador de vapor. De acuerdo con esta nota que vamos a dejar en poder de la Comisión, ese uso 


venció el 6 de enero, con toda la gravedad que este hecho conlleva. Estamos hablando de la producción de 
una planta de gas. Nosotros ya habíamos denunciado esto. El Ministerio corrobora ese hecho y envía esta 
nota, en la que sugiere una serie de mecanismos de ajuste en esa planta, otorgando quince días hábiles para 
solucionar el tema. Si no se hace así, automáticamente se va a inhabilitar. ¿Por qué? Porque se considera un 
hecho muy grave. Además, cada 15 días hábiles deben enviar a esa dependencia del Ministerio un 
seguimiento diario acerca de cómo está trabajando este generador. 


Queremos dejar un material a la Comisión en el cual se señala expresamente: "De acuerdo a lo conversado 
con el Ing Quím. Pizano" -que es el Director de la planta de producción- "esta Unidad está saliendo de 
servicio en febrero del 2005, debido al pasaje a gas natural de la totalidad de clientes que posee la empresa. A 
los efectos de no detener el proceso productivo, esta Unidad Ejecutora [...]". Luego, hay una serie de puntos a 
los que se hace mención. 


Hace aproximadamente un mes, ese mismo Director comunicó a la planta de producción que en el período 
comprendido entre diciembre de 2004 y febrero de 2005 esta se va a cerrar. Obviamente, los trabajadores 
preguntaron qué va suceder con la fuente de trabajo, y él respondió "Estamos haciendo lo imposible para 
mantenerla". La semana siguiente, otro Director de Redes, Eduardo Grzabel, comunicó lo mismo a su 
Departamento y en las mismas condiciones. O sea que no solo hacen este tipo de anuncio a los trabajadores 
sino que tampoco hay una respuesta a las lógicas inquietudes que se plantean en cuanto a saber en qué va a 
terminar la fuente de trabajo y en qué está actualmente el proceso de gas. 


Nosotros hemos hecho denuncias, hemos concurrido a diferentes organismos y seguiremos haciéndolo. 
Inclusive, tendremos una reunión con el Ministro de Industria, Energía y Minería. 


Además de lo que anunció el señor Beltrán, en este tema no hay nada serio, ya que no existe un plan de 
capacitación y de reconversión de los trabajadores, aspecto que esta Comisión ha escuchado nombrar una 
infinidad de veces por nuestra parte. En la empresa nunca hubo una capacitación seria. Como mencionamos 
en visitas anteriores, el usuario está recibiendo el servicio muy mal; la atención no es adecuada; cada vez hay 
menos trabajadores calificados haciendo la tarea porque se sacan oficiales calificados que son puestos a 
limpiar medidores. 


Realmente, no se sabe a qué apunta la empresa. Hoy tenemos una pérdida de cientos de usuarios, por no decir 
de un par de miles, porque no disponemos de la cifra exacta. Actualmente no tenemos cuarenta y cinco mil; 
tendremos cuarenta y dos mil o cuarenta y tres mil, porque no hay una política de desarrollo cierto de la 
empresa; no existe, por más que se diga que Maltería está consumiendo 20.000 o 22.000 metros cúbicos de 
gas natural a diario y que CONAPROLE consume prácticamente lo mismo o un poquito menos. 


Notamos que a los trabajadores no se nos capacita y que se anuncia el cierre para febrero de 2005. Entonces 
¿qué va a pasar con nosotros? ¿Qué va a pasar con la producción de gas en esta planta que tiene una 
antigiiedad de más de 25 años? Por este motivo, en la nota se sugiere el seguimiento diario de la planta. Hoy 
se está "crackeando" el gas manufacturado con el gas natural. De acuerdo con lo que sabemos, restarán 
aproximadamente veinte mil o veintidós mil usuarios para convertir a gas natural en el plazo de diciembre a 
febrero de 2005, en el que supuestamente la empresa terminará de hacer la conversión. 


Entonces, nos preocupa no solo qué va a pasar con la fuente de trabajo, sino cómo van a estar armados los 
planes de emergencia y de atención al usuario, cómo van a estar armados los planes de atención en redes en 
las cañerías externas, cómo va a estar armado todo el aparato que hoy tiene la empresa. Nada de esto se sabe, 
ya que no hay una política de comunicación a los trabajadores así como tampoco a otros sectores como el 
Ministerio de Industria, Energía y Minería o alguien a quien la empresa informe sobre sus planes futuros. 
Qué va a suceder con la empresa es un misterio. Hace dos semanas que nosotros estamos trasmitiendo lo que 
se comunicó a los trabajadores sobre el cierre de la planta. 


Para la empresa, el sindicato no existe, por lo que tampoco hizo una comunicación a los trabajadores ni 
informa sobre sus planes a ningún sector de contralor. Por lo tanto, estamos ante una empresa que sigue 
haciendo lo mismo que empezó a hacer en el año 1995: vino a este país e hizo lo que se le cantó. Hoy, si hay 
compañeros que todavía están destituidos y otros que permanecen echados, se debe pura y exclusivamente -y 
esto es bueno recordarlo- a las denuncias que hicimos los trabajadores por la falta de fiscalización de los 
organismos que debían investigar y corregir a esta empresa. Lamentablemente, el costo lo pagamos los 
trabajadores con los despidos, pero todas las denuncias que presentamos durante estos años fueron 


corroboradas por los distintos organismos, por el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, por el Ministerio 
de Industria, Energía y Minería, por la Comisión de Higiene de la Junta Departamental, por el sector de 
Toxicología del Hospital de Clínicas e, inclusive, por esta propia Comisión. 


Por lo tanto, requerimos acciones por parte de esta Comisión no solo por el problema laboral sino también 
porque esta empresa anuncia, publica, miente. Aclaro que la inspección que mencionamos fue un poco 
dudosa, no en cuanto a los resultados, sino a cómo el ingeniero químico Pizano trató de instar a los 
trabajadores para que fraguaran alguna maniobra. Lamentablemente, no tenemos manera de corroborar esto. 


También es importante denunciar esto porque no es fácil trabajar en una empresa en la que los trabajadores 
están presionados, en la que no se sabe si continuarán trabajando o no. Como se sabe, en diciembre de 1996 
echaron a treinta y tres trabajadores. 


Con estas perspectivas no sabemos qué sucederá con los trabajadores, no solo de la planta, sino también del 
sector administrativo, ya que se ha comentado que la empresa compró un software de US$ 500.000 y lo puso 
en práctica hace un par de meses. Esta es la información que se conoce. 


Nosotros reclamamos capacitación y recapacitación para insertarnos en el nuevo método, que es el gas 
natural. Hoy no recibimos capacitación. Diferente sería la situación si el proceso fuera normal, incluyendo a 
los trabajadores, a los usuarios y al país, a través del diálogo, de consensos, de encuentros y de discusiones 
serias. Sin embargo, la empresa no ha podido hacer esto ni siquiera con el Estado; simplemente, hace lo que 
quiere. 


Esa fue nuestra preocupación, pero nunca logramos un ámbito de discusión. Los trabajadores no tenemos la 
posibilidad de negociar, como ya se demostró en la Comisión Permanente del año 2000, cuando se hizo la 
interpelación a la Ministra Primavera Garbarino. Allí se recomendó por unanimidad armar una agenda para 
discutir todos los temas entre la empresa, el sindicato y algunos Representantes del propio Parlamento. Pero 
la empresa nunca aceptó, ni siquiera esto; desconoce todo, le importa poco lo que dice el Parlamento. Esta 
situación ya ha quedado demostrada con los Presidentes que ha tenido este consorcio y con los gerentes que 
siguieron. 


Reitero que esto que estoy diciendo no es nuevo para la Comisión, pero sí es bueno recordarlo. Más allá del 
tema puntual de la fuente de trabajo -que es muy importante para nosotros-, insistimos en que esta Comisión 
actúe sobre este asunto, porque queremos saber qué es lo que va a pasar con esta empresa, cuáles son sus 
planes. Nadie sabe si se va a ir mañana o si se va a quedar 20 años, que es el tiempo que le resta. Es una 
incógnita; nadie sabe los objetivos ciertos de la empresa. Por lo tanto, queremos trasmitir esa preocupación. 


SEÑOR SEQUEIRA.- Voy a ser muy breve porque no quiero reiterar los conceptos que ya fueron 
vertidos en un informe muy completo que hicieron mis compañeros. 


Teniendo en cuenta el comportamiento y el manejo de la ética que ha hecho la empresa en esta década de 
concesión, nos parece infantil creer que está haciendo lo imposible para salvaguardar los puestos de trabajo. 
Pensamos que es difícil que una empresa que realizó tercerizaciones, y aunque parezca mentira, dejando 
como víctima al usuario del gas -elemento que tendría que proporcionar confort- y que ha reprimido a sus 
trabajadores dentro y fuera de la planta, vaya a tener consideración por estos trabajadores, que quizás lleguen 
a un centenar. Estamos hablando de trabajadores con una edad promedio de entre 40 y 50 años, que han 
crecido dentro de la empresa y han sido parte de ella en la etapa de autogestión y cogestión con el Estado. 


Otra apreciación que quiero hacer es que cuando hablamos de llevar adelante una mesa de discusión sobre 
este y todos los demás temas, no estamos inventando nada nuevo, sino que tratamos de impulsar el espíritu de 
la decisión que tuvo la Comisión Permanente en el año 2000, cuando todas las bancadas parlamentarias, de 
todos los pelos políticos, plantearon que se hiciera una agenda abierta con todos los asuntos. Me refiero a 
todo lo que tiene que ver con la estabilidad laboral, con el reintegro de dirigentes sindicales, con los 
convenios colectivos -que denunciaron en forma unilateral-, etcétera. 


Entonces, solo nos queda pedir los oficios de la Comisión para impulsar esa mesa de discusión, sin dirigentes 
proscriptos, ya que hay algunos que pueden ser recibidos por la empresa y otros que no. Nosotros tenemos el 
aval de las urnas -ya que los compañeros votaron en las elecciones-, así como el aval jurídico de la sala de 


abogados del PIT-CNT, en donde hicimos las consultas pertinentes. Entonces, estamos jurídicamente 
avalados para actuar como dirigentes. 


Sólo nos resta agradecerles el tiempo que nos han brindado y si estiman pertinente realizar alguna pregunta, 
estamos dispuestos a responder. 


SEÑOR BENTANCOR.-- Si bien no hemos estado en esta Comisión durante todo el tiempo al que se ha 
hecho referencia, sino solo durante la última Legislatura, hemos seguido las peripecias entre los 
trabajadores y los empresarios. Cuando la empresa fue recibida a pedido de la Comisión, lo último que 
nos informó acerca de su posición, fue que estaba de acuerdo con la readaptación o la recalificación del 
personal, que se iba a hacer de común acuerdo con los trabajadores. Además, la empresa se 
comprometió a brindar nuevos conocimientos, a recalificar al personal que había sido despedido, 
aclarando que ello no constituía compromiso alguno en lo que tiene que ver con el relacionamiento 
posterior, ya que la firma pretendía que siguiera siendo el mismo. Es decir que si bien seguía 
considerando que los trabajadores estaban despedidos, podrían recalificarse, dado que el mercado iba 
a requerir mano de obra calificada. Obviamente, para ello, había que prepararse. 


Aunque más o menos conozco parte de la respuesta, quisiera saber qué es lo que ha planteado el Ministerio 
de Trabajo y Seguridad Social sobre la seguridad en el trabajo -aspecto que le corresponde a la Inspección 
General del Trabajo- y qué ha dicho sobre los derechos sindicales, como lo que tiene que ver, por ejemplo, 
con lo que ustedes llaman proscripción de los trabajadores que han sido electos por sus propios compañeros, 
más allá de su vinculación laboral, dado que todavía está discutida la condición de despedidos; por lo menos, 
ello nunca fue aceptado por parte de los trabajadores. Inclusive, en su momento, nadie había hecho efectivo 
el cobro del despido correspondiente, que continuaba depositado por allí. 


Luego de hacer estas constataciones para ilustrar a los compañeros que no estaban presentes la última vez 
que vino la empresa, quisiera saber en qué se ha avanzado con respecto a lo que dijo que iba a hacer; 
parecería que, lamentablemente, por una u otra razón, no se llevó adelante. Pero quisiera saber si una vez 
enterada de que fueron al Ministerio de Trabajo y Seguridad Social a plantear estos dos temas importantes - 
tanto el de la seguridad e higiene en el trabajo, como el de los derechos sindicales- se ha expedido de alguna 
forma o ha sido prescindente. 


SEÑOR SEQUEIRA.- En lo que tiene que ver con la seguridad, planteamos en el ámbito de la 
Inspección General del Trabajo los temas de la reestructura, que pasaban por el área de chofer gasista 
y por determinar una agenda con tiempo para que cada uno de los trabajadores contara con cierto 
lapso para llegar de un lugar a otro. Nosotros hicimos esa denuncia en el Ministerio y se han hecho 
presentes en la planta a efectos de verificar otros temas menores -aunque no lo son, porque implican 
riesgo- en el área de seguridad, pero en los temas de fondo, hasta ahora no ha dado una respuesta. 


En el caso puntual de las libertades sindicales, de la negociación colectiva, hicimos las denuncias pertinentes 
a la OIT, mantuvimos una reunión con el doctor Aristide y con el propio Ministro, junto con el Secretariado 
Ejecutivo del PIT-CNT, y quedaron a la espera de resoluciones de la Organización Internacional del Trabajo 
de Ginebra. En ese caso dijimos que teníamos el aval jurídico de la Sala de Abogados del PIE-CNT y que, 
independientemente de eso, se trataba de una cuestión política que teníamos que destrabar entre nosotros. 
Quedamos a la espera de la respuesta del Ministerio al Secretariado, pero no hemos tenido noticia al respecto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se dijo que hubo dos observaciones por parte de la URSEA. Una, que Gaseba 
decía a los usuarios que el gas natural iba a ser más barato pero que en realidad no había sido así, y la 
segunda se refería a los niveles de odorización. 


SEÑOR SEQUEIRA.- En el caso de la primera observación que, inclusive, está en Internet y fue 
publicada por "El Observador", la URSEA hace la calificación de manejo engañoso de la tarifa, 
porque se entiende que los costos de reconversión de gas manufacturado a gas natural los está pagando 
el usuario, cuando se había dicho que no iba a ser así. 


En cuanto a los niveles de odorización, la observación surge porque, aparentemente, el gas no viene desde 
Argentina con el porcentaje suficiente de odorizante. Este producto se utiliza para detectar el olor. Inclusive, 


en Argentina pasó un caso muy doloroso, como la muerte del hijo de un Diputado en una "boite" porque las 
multinacionales que operan allí no pusieron en el gas un porcentaje suficiente de odorizante. Eso es 
canallesco, y así está viniendo el gas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Del total de funcionarios, ¿cuántos están en planta? 


SEÑOR VELA.- Son 220 funcionarios de los cuales aproximadamente 100 están en planta e incluyen el 
personal de redes, de guardia, de mantenimiento, de producción, del gasómetro, etcétera. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Lo que veo es que si se sustituye un producto manufacturado por uno 
importado puede cambiar la etapa de producción pero no la de red, la de administración, la de 
emergencia, la de servicios y demás. Entonces, la pregunta es qué cantidad de personas están 
vinculadas estrictamente con la etapa de producción. 


SEÑOR VELA.- Son aproximadamente 30 trabajadores. 


SEÑOR SEQUEIRA.- La producción está encadenada. Estamos hablando de producir el gas y 
bombearlo a la ciudad. Si uno no produce gas hay un efecto dominó sobre el gasómetro y la planta de 
compresores. Estamos hablando de 30 personas más. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿La distribución también va a cambiar? 


SEÑOR SEQUEIRA.- Si no hay gas manufacturado no hay planta de compresores; va a venir 
directamente desde Argentina a La Tablada. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Desde La Tablada va a tener regulación de presión para toda la red de 
distribución? 


SEÑOR SEQUEIRA.- Seguramente, sí. El señor Presidente no debe olvidar que carecemos de mucha 
información porque la empresa no recibe al sindicato. 


Hay plantas reguladoras. 


SEÑOR VELA.- En el caso del gas natural que viene de Argentina, de Punta Lara, la presión 
alcanzaría para llegar hasta Montevideo. Es una presión importante, una cantidad interesante de 
bares; estamos hablando de aproximadamente 7 kilos, lo que hace que ni siquiera estén prevista 
plantas motocompresoras en el trayecto del gasoducto. 


SEÑOR SEQUEIRA.- Más allá de los trabajadores que haya en la planta de producción y en los 
compresores, ante el anuncio que se nos hace de que la planta va a cerrar en febrero, nosotros no 
hemos recibido ninguna comunicación de la empresa que diga que este proceso de conversión al gas 
natural termina en determinada fecha y que, por lo tanto, la planta será desafectada y estará 
totalmente dedicada al gas natural. Otra cosa sería si la empresa nos permite participar en la 
conversión. Insisto: hoy no se sabe qué va a pasar porque no hemos recibido un comunicado o una 
comunicación. 


SEÑOR BELTRÁN.- Creo que hay que tener en cuenta lo siguiente. Esta empresa tenía inversiones en 
GASNEA, en Argentina. Creo que es muy proficua la información que viene desde la República 
hermana en cuanto a los compromisos que habían asumido en algunas zonas muy importantes del 
territorio argentino. Sin embargo, de un día para otro, se retiraron. No sé en qué situación habrán 
quedado todos esos proyectos; sé que eran muy importantes, como también lo era el compromiso 
asumido con el Estado argentino. 


Nosotros no queremos que la historia vuelva a repetirse, como dice el tango, en primer lugar, porque nosotros 
nos veremos directamente perjudicados, pero también lo será el conjunto del Estado uruguayo, porque esta 


empresa ha asumido una cantidad de compromisos que, en los hechos, hoy no se están cumpliendo. Entonces, 
a esta altura, debido a que los controles han brillado por su ausencia, no sabemos cuáles son las nuevas 
concesiones que hoy tiene esta empresa ni las nuevas adjudicaciones que no estaban previstas ni en el pliego 
ni en el contrato. Las anteriores las conocíamos porque éramos directores de la empresa, pero no las 
modificaciones posteriores. 


Cada vez que los representantes de la empresa han comparecido ante organismos públicos dijeron que tiene 
un déficit millonario. Entonces, ¿está pagando el canon? Inclusive, se han modificado determinadas 
concesiones que estaban previstas en el área metropolitana de Montevideo y que hoy salen de ella. Es decir 
que se le han dado las facilidades necesarias como para que haya rentabilidad, pero esto no se refleja en 
nuevos puestos de trabajo, en abaratamiento del insumo o en el cumplimiento total del recambio de cañerías, 
de los sistemas de seguridad e, inclusive, de los servicios de emergencia. 


Nosotros no vamos a ser alarmistas, pero ¿y si esta empresa se retira nuevamente? Nosotros ya aplicamos la 
autogestión en la década del setenta y, seguramente, saldremos nuevamente a defender nuestros puestos de 
trabajo. Pero creemos que en esto hay cuestiones mucho más altruistas que el propio Estado debe tomar en 
cuenta, es decir, cómo está previsto este servicio público, con los compromisos que ya tiene el Estado en 
cuanto al ingreso de gas natural desde la República Argentina, etcétera. Estas obligaciones deberán 
cumplirse. ¿Qué pasa si esta empresa se va? La reconversión de UTE todavía no está hecha. 


Sinceramente, no queremos ser alarmistas, pero si esta empresa se va mañana, realmente no sabemos qué 
agujero dejará al Estado uruguayo. Se trata de un servicio público de envergadura. A nosotros, que estamos 
viviendo con mucha tensión determinados procesos que se están dando en América Latina en cuanto a la 
complementación y a la integración, que entendemos muy importantes, nos parece que quedaría un gran 
agujero. Es nuestra responsabilidad alertar acerca de esta situación a fin de ver cómo parar esto, teniendo en 
cuenta que hacia adelante los perjuicios serían enormes. 


No vamos a cuantificar esto desde el punto de vista económico; seguramente, el Estado, a través de 
determinados organismos, ya lo ha hecho. Sí nos acordamos que en la década del setenta la empresa inglesa 
que administraba la planta de producción giraba cuarenta veces más a Londres que lo que declaraba a Rentas 
Generales; esto lo señalan los informes parlamentarios. Entonces, parafraseando al tango, no queremos que la 
historia vuelva a repetirse. Por ello tratamos de trasmitir la alerta a las diferentes Comisiones para que 
podamos actuar en consecuencia. No hacemos ningún tipo de valoración desde el punto de vista político, 
ético ni moral. Lo que decimos es que hay una situación planteada, que ya ha transcurrido un tiempo 
prudencial, que ya pasaron diez años de los treinta de la concesión y que presumimos que realmente se debe 
investigar o de alguna manera, analizar toda esta situación. Estamos dispuestos a actuar en consecuencia 
junto con ustedes, con el Estado. Reitero que los controles han fallado. Siempre nos opusimos a este proceso 
de privatización, inclusive antes de la década del noventa; para nosotros era un globo de ensayo y funcionó 
como tal. Entendemos que hoy en día, por lo menos, tenemos que tratar de recapitular aquellos errores que se 
cometieron. El contrato preveía un reaseguro para el conjunto de los uruguayos; se dio durante el Gobierno 
de Lacalle y siempre lo reconocimos en forma pública. Para nosotros estaba medianamente previsto y 
sabíamos que existía una serie de defectos, pero había reaseguros que después no funcionaron en la vía de los 
hechos. Los controles del organismo técnico de contralor, de la URSEA y del LATU brillan por su ausencia. 
Como laburantes, es lo que tenemos para decir. Seguramente, nos quedan muchas cosas en el tintero y nos 
falta mucha información, pero tenemos una preocupación directa por este tema que para nosotros -lo 
transmitimos de uruguayo a uruguayo- es angustiante. Son muchísimos años en una situación muy jodida. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Hemos tomado nota de algunos aspectos, y seguramente haremos gestiones 
en el corto plazo que tenemos desde aquí al final del período parlamentario para saber qué opina 
Gaseba; es el proceder normal de la Comisión conocer la opinión de las distintas partes. 


¿La concesión es por treinta años y empezó en 1995? 
SEÑOR SEQUEIRA.- Sí. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Ha habido modificaciones en el contrato a partir del momento en que entró 
el gas natural? 


SEÑOR SEQUEIRA.- No tenemos conocimiento. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos su presencia en la Comisión. 


SEÑOR BELTRÁN.- Muchas gracias por el tiempo valioso que nos brindaron. Sinceramente, para 
nosotros es muy importante. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se levanta la reunión. 


Tí maana dal nia da nánin a 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


